
 

Resumen fallo Halabi  
 
HECHOS 
 
Ernesto Halabi es el abogado que promovió amparo contra la ley 25.873, modificatoria de la ley 
de telecomunicaciones 19.798. En virtud de ello, el Ejecutivo había dictado el decreto 1563/04, 
que incluyó en el concepto de "telecomunicaciones" al tráfico de datos por internet. La ley 
25.873 (a veces llamada "ley espía") decía tres cosas. Primero, que las telefónicas debían 
disponer los medios para que las comunicaciones sean interceptadas a requerimiento del 
Poder Judicial y del Ministerio Público. Segundo, que debían conservar por diez años los 
registros de llamadas o conexiones. Tercero, que el Estado se hacía responsable por los 
eventuales daños y perjuicios derivados de todo esto. 
El accionante planteó sus agravios alegando "violación de sus derechos a la privacidad y a la 
intimidad, en su condición de usuario, a la par que menoscaba el privilegio de confidencialidad 
que, como abogado, ostenta en las comunicaciones con sus clientes". 
CORTE SUPREMA 
Aunque el Estado no apeló sobre la inconstitucionalidad en sí, la Corte Suprema le prestó 
mucha atención a este caso. En el cons. 12º del fallo, después de hablar de los derechos 
individuales y de los colectivos, la Corte ve en el segundo párrafo del art. 43 C.N. "una tercera 
categoría conformada por derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales 
homogéneos". 
Tal sería el caso de los derechos personales o patrimoniales derivados de afectaciones al 
ambiente y a la competencia, de los derechos de los usuarios y consumidores como de los 
derechos de sujetos discriminados. 
Estos casos, según la Corte, se caracterizan porque: 

• No hay un bien colectivo (como podría ser el caso del ambiente, previsto en 3l oprimer 
pfo. del art. 43) y se afectan derechos individuales divisibles.  

• Sin embargo, hay un hecho, único o continuado, que provoca la lesión a todos ellos y 
por lo tanto es identificable una causa fáctica homogénea.  

• La demostración de los presupuestos de la pretensión es común a todos esos 
intereses, excepto en lo que concierne al daño que individualmente se sufre.  

Interín ello, aclara el Cons. 14, el vacío legal "no es óbice para que los jueces arbitren las 
medidas apropiadas y oportunas para una tutela efectiva de los derechos constitucionales que 
se aducen vulnerados". La admisión formal de toda acción colectiva requiere la verificación de 
ciertos recaudos elementales que hacen a su viabilidad tales como la precisa identificación del 
grupo o colectivo afectado, la idoneidad de quien pretenda asumir su representación y la 
existencia de un planteo que involucre, por sobre los aspectos individuales, cuestiones de 
hecho y de derecho que sean comunes y homogéneas a todo el colectivo. Es esencial, 
asimismo, que se arbitre en cada caso un procedimiento apto para garantizar la adecuada 
notificación de todas aquellas personas que pudieran tener un interés en el resultado del litigio, 
de manera de asegurarles tanto la alternativa de optar por quedar fuera del pleito como la de 
comparecer en él como parte o contraparte. Es menester, por lo demás, que se implementen 
adecuadas medidas de publicidad orientadas a evitar la multiplicación o superposición de 
procesos colectivos con un mismo objeto a fin de aventar el peligro de que se dicten sentencias 
disímiles o contradictorias sobre idénticos puntos. Se declaró inconstitucional: el problema 
encontrado en el combo ley+decreto es que se las invalida "en cuanto autorizan la intervención 
de las comunicaciones telefónicas y por Internet".  
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